
C
IU

D
A

D
A

N
ÍA

S.
 N

º 5
, 2

do
 s

em
es

tre
 d

e 
20

19
 - 

IS
S

N
-e

 2
54

5-
79

77
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SUBNACIONAL 
APORTES PARA LA RECONSTRUCCIÓN DE SU ITINERARIO  
EN LA CIUDAD DE SANTA FE
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RESUMEN

El objetivo de este artículo es reconstruir el itinerario de las políticas de vejez en el 
nivel de gobierno subnacional –provincial y municipal– para el caso de la ciudad de 
Santa Fe. Nos detenemos especialmente en las políticas orientadas al bienestar so-
cial de las personas mayores durante su devenir reciente (años 2007-2016). Logra-
mos dicha reconstrucción a partir de la recolección de fuentes de información secun-
daria y la realización de entrevistas semiestructuradas a informantes clave. Se tra-
ta de un trabajo exploratorio, de corte empírico, que intenta contribuir a la discusión 
académica y de la gestión de las políticas públicas a partir del análisis de un caso 
concreto, teniendo presente que la investigación sobre la producción del bienestar 
social en el nivel de gobierno subnacional constituye un área de vacancia relativa.
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ABSTRACT

The aim of this article is to reconstruct the itinerary of the old-age policies at the 
subnational government level –provincial and municipal– for the case of the city of 
Santa Fe. We focus especially on the policies oriented to the social welfare of the 
elderly during its recent evolution (years 2007-2016). We achieved this reconstruc-
tion based on the collection of sources of secondary information and semi-struc-
tured interviews. It is an exploratory, empirical work, that tries to contribute to the 
academic discussion and the management of public policies based on the analysis 
of a specific case, bearing in mind that research on the production of social welfare 
in the subnational government level constitutes a relative vacancy area.
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proceso político –el de “estructuración de políticas”, en términos del análisis de po-
líticas públicas– una vez que ha triunfado cierta postura, argumentación y concep-
tualización sobre la cuestión (Beretta, 2018). De modo que la idea de itinerario to-
ma como antecedente el clásico concepto de ciclo de vida propuesto por Oszlak y 
O’Donnell (1981). 

Partimos de reconocer el rol creciente de los gobiernos provinciales y municipales 
en la producción y distribución del bienestar social. En efecto, tras la crisis de los 
parámetros que estructuraron la primera modernidad, las sociedades contempo-
ráneas están atravesando un “cambio de época”, por lo que –entre otras cuestio-
nes– se ha reconfigurado la intervención social del Estado. Ante la emergencia de 
las realidades locales, subnacionales, y las globales, supranacionales o internacio-
nales, el Estado nación ha dejado de ser la unidad de referencia básica y el ámbito 
privilegiado desde el cual planificar el desarrollo económico y social. Así, el rees-
calamiento territorial supuso una redefinición de los roles de los poderes públicos, 
con lo que les han sido asignadas nuevas funciones a los gobiernos subnaciona-
les, que dan lugar a agendas de gobierno más amplias (Adelantado, 2017; Castel, 
2012; Blanco y Gomá, 2016; Subirats, 2016). Las ciudades y los gobiernos locales 
o “de proximidad” han venido señalándose –tanto desde el ámbito académico como 
desde el de la gestión– como la escala más adecuada para gestionar los proble-
mas sociales, superando la visión administrativista y operativa sobre estos (Solda-
no, Beretta, Marzioni, 2018).

El artículo se organiza en tres secciones. En la primera, caracterizamos el proce-
so de envejecimiento poblacional en la provincia y la ciudad de Santa Fe. En la se-
gunda, reconstruimos el itinerario de las políticas de vejez, describiendo cómo se 
expresa en el caso santafesino y procurando proponer una periodización del sec-
tor. Como sucede con toda periodización social, las demarcaciones que señala-
mos son difusas, pero son también útiles a los fines de comprender la orientación 
general de las políticas de vejez. En la tercera, planteamos algunos comentarios 
de cierre.

EL ENVEJECIMIENTO DE LA POBLACIÓN  
EN LA PROVINCIA Y LA CIUDAD DE SANTA FE

Ya no solo las personas llegan a viejas, sino también las sociedades. La transición 
demográfica y la revolución de la longevidad son dos de los grandes retos de las 
sociedades en nuestro tiempo. Se trata de fenómenos que se registran en diferen-
tes países del mundo. En Argentina, el envejecimiento poblacional se hizo evidente 
hacia la década de 1970 y fue profundizándose en las décadas siguientes, con lo 
que ha llegado a convertirse en uno de los países con mayor proporción de perso-

PRESENTACIÓN

El objetivo de este artículo es reconstruir el itinerario de las políticas de vejez en el 
nivel de gobierno subnacional –provincial y municipal– para el caso de la ciudad 
de Santa Fe. Nos detenemos especialmente en las políticas orientadas al bienes-
tar social de las personas mayores durante su devenir reciente (años 2007-2016). 
Para dicho período, identificamos y describimos la estructura de gestión, las defi-
niciones de los problemas sociales y las principales intervenciones. El recorte tem-
poral se sustenta en la hipótesis de que con el inicio de un nuevo ciclo de gobierno 
en la provincia y la ciudad hacia el año 2007 se van transformando en el nivel sub-
nacional la institucionalidad y los estilos de gestión. Asimismo, durante estos años 
comienza a evidenciarse una nueva concepción sobre la vejez como fundamento 
de las políticas. 

Logramos la reconstrucción de dicho itinerario a partir de la recolección y el aná-
lisis de diversas fuentes de información secundaria –archivos municipal y provin-
cial, leyes, ordenanzas, decretos y resoluciones, documentos de gestión, material 
periodístico y, también, publicaciones académicas–. Esta información se completa 
y contrasta con la realización de entrevistas semiestructuradas a informantes cla-
ve. Concretamos ocho entrevistas a funcionarios y personal de los gobiernos pro-
vincial y municipal, como así también a referentes de la sociedad civil en campo de 
la vejez, durante los años 2018 y 2019. En estas, abordamos tres grandes temas: 
a. el Estado, su estructura y las articulaciones intergubernamentales; b. los proble-
mas sociales, las definiciones adoptadas y los principales debates públicos; y c. 
las políticas sociales, sus objetivos, población destinataria e instrumentos. Se trata 
de un trabajo exploratorio, de corte empírico, que intenta contribuir a la discusión 
académica y de la gestión de las políticas públicas, a partir del análisis de un caso 
concreto, teniendo presente que la investigación sobre la producción del bienestar 
social en el nivel de gobierno subnacional constituye un área de vacancia relativa.

Por “políticas de vejez” referimos a todas las acciones estatales frente a las conse-
cuencias sociales, económicas y culturales del envejecimiento individual y pobla-
cional (Huenchuan Navarro, 2003 y 2016). Consideramos que, en el conjunto de 
las políticas sociales, las de vejez adquieren relevancia en la medida en que com-
ponen el núcleo duro del sector en términos económicos (Isuani, 2015),1 a la vez 
que constituyen una de las intervenciones sociales del Estado que se han transfor-
mado más radicalmente –ello es especialmente cierto para el caso de las políticas 
previsionales, que han sido objeto de reformas y contrarreformas–. Por su parte, 
el concepto de itinerario alude a la orientación que adquieren un conjunto de inter-
venciones en un determinado contexto y que se consideran en tanto el cierre de un 

1 Por sí solas las políticas previsionales constituyen el ítem de mayor volumen del gasto público, 
aproximadamente 10% del PIB argentino.
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pana, típica de una población que tiende al envejecimiento. No obstante, en los úl-
timos años se registró un alza de la tasa de crecimiento con respecto a los años 
previos, lo cual podría atenuar dicho proceso (Valsagna, Boncompagni y D’Jorge, 
2015).

Estructura de la población de la Ciudad de Santa Fe, año 2010

5,0	 4,0	 3,0	 2,0	 1,0	 0	 1,0	 2,0	 3,0	 4,0	 5,0

Porcentaje de personas

Varones     MujeresAÑOS

80+
75-79
70-74
65-69
60-64
55-59
50-54
45-49
40-44
35-39
30-34
25-29
20-24
15-19
10-14
5-9
0-4

Fuente: Valsagna, Boncompagni y D’Jorge, 2015.

La evolución de la población se expresa desigualmente en el territorio de la ciudad. 
De los ocho distritos en los que se organiza la ciudad de Santa Fe, el Distrito No-
roeste y La Costa presentan una estructura social joven, con muchos nacimientos 
y pocas personas mayores. El Distrito Norte y Oeste poseen una pirámide pobla-
cional de transición, la cual refleja una reducción de los nacimientos y un aumento 
del peso relativo de los grupos en edades avanzadas. El Distrito Este evidencia una 
sostenida reducción de la fecundidad, por lo que la base de su pirámide poblacio-
nal es angosta, mientras que su cúspide es ancha, producto de una alta proporción 
de personas mayores. Las pirámides poblacionales de los Distritos Centro y Nores-
te están afectadas por migraciones. El Distrito Centro, por cuestiones laborales o 
formativas, posee gran cantidad de jóvenes de ambos sexos, de entre los 15 y 19 
años, hasta los 30 o 34. El Distrito Noreste también registró la recepción de pobla-
ción joven, entre los 20 y 24 años y los 30 y 34, como resultado de la implementa-
ción de políticas habitacionales. Por último, el Distrito Suroeste exhibe una pirámi-
de poblacional que se distingue por un efecto escalón, dado por la mayoría de per-
sonas en las franjas de edad que van desde los 5 a los 9 años hasta los 30 y 34 
(Valsagna, Boncompagni y D’Jorge, 2016).

nas mayores de América Latina y el Caribe (10,2%, según los datos del último Cen-
so Nacional de Población y Viviendas realizado en el año 2010). Las proyecciones 
demográficas indican, además, que seguirá incrementándose en el futuro próximo. 

A lo largo y a lo ancho de la Argentina, el envejecimiento de la población es gene-
ralizado, pero expresa diferencias entre las regiones y provincias en relación a su 
ritmo y grado de avance. La mayoría de las personas de edad se concentran en las 
provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe y, dentro de ellas, en las áreas ur-
banas más desarrolladas. En la provincia de Santa Fe, las personas mayores re-
presentaban hacia el año 2010 el 11,8% de la población –hoy se estima que esa 
proporción alcanzaría el 16%2– (IPEC, 2011). Estas cifras nos ubican en un prome-
dio superior al nacional –estimado en un 15%– (ONU, 2017). 

La evolución del cambio demográfico en la provincia de Santa Fe ha sido notable: 
para el año 1960, esta población representaba el 6,2% del total, es decir, que casi 
se duplicó en 50 años. A la vez, mientras que el crecimiento de la población total en 
ese período fue de 100,5%, la de personas mayores creció el 208,9% –la de 0 a 14 
años aumentó el 66,3%–. Al interior de la provincia, las zonas más envejecidas se 
encuentran en el centro y en el sur, en las que predomina el desarrollo urbano y las 
actividades económicas del sector secundario y terciario, siendo Caseros el depar-
tamento más envejecido, con el 15,7% de personas mayores –el departamento La 
Capital posee el 10,4% de población envejecida– (ibidem).

Investigaciones sobre el proceso de envejecimiento de la población en la provin-
cia de Santa Fe (Carbonetti, Pereyra y Tarabella, 2009; Demarchi, Gómez, Peretti, 
Tarabella, 2011), pusieron de relieve que este no solo encuentra explicación en las 
mejoras en las condiciones de vida, que llevaron a la baja de la tasa de fecundidad 
y la extensión de la esperanza de vida, sino también a la inmigración transoceá-
nica, que acrecentó la proporción de personas mayores, a la vez que modificó las 
prácticas de natalidad. Asimismo, estos estudios evidenciaron dos características 
de la población mayor, que debemos considerar en términos de los desafíos que 
suponen a las políticas públicas: una creciente participación de las personas que 
superan los 80 años de edad y de las mujeres, fenómenos asociados a una mayor 
esperanza de vida en las edades avanzadas y de las mujeres frente a los varones. 

Si remitimos el análisis de la estructura demográfica al nivel de la ciudad de San-
ta Fe, encontramos que, según los datos censales, el porcentaje de personas ma-
yores alcanzaba el 10,8% en el año 2010. Dentro de este grupo de edad, la mayo-
ría eran mujeres –la relación era de 57,3 varones por cada 100 mujeres–. También 
se observa una alta participación de las personas en las edades superiores. Como 
puede advertirse en la imagen 1, la pirámide poblacional posee una forma de cam-

2 Información obtenida de las entrevistas a funcionarios provinciales.
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¿DE DÓNDE VENIMOS Y A DÓNDE VAMOS?  
EL ITINERARIO DE LAS POLÍTICAS DE VEJEZ

El grado de avance del proceso de envejecimiento poblacional en Argentina y, en 
particular, en la provincia y la ciudad de Santa Fe invitan a reflexionar críticamente 
sobre las políticas que, desde los diferentes niveles de gobierno, se diseñan e im-
plementan para garantizar los derechos y el bienestar social de las personas mayo-
res. Estas adquieren mayor significación en contextos como el nuestro, en cuanto 
a su potencial incidencia en las condiciones de vida de las personas mayores, don-
de –como se viene señalando desde la Primera Conferencia Regional Interguber-
namental sobre el Envejecimiento en el año 2003–el envejecimiento poblacional se 
produce a un ritmo acelerado y en un entorno caracterizado por la desigualdad so-
cial, la pobreza, la informalidad laboral y una escasa cobertura y/o calidad de la se-
guridad social.

ANTECEDENTES Y PRIMERAS INTERVENCIONES  
DE ASISTENCIA Y PROTECCIÓN SOCIAL A LA VEJEZ

El itinerario de las políticas de vejez en la Argentina –como sucedió también en otros 
países– encuentra sus antecedentes en las acciones de caridad hacia los más pos-
tergados de la sociedad, basadas en valores cristianos y de corte asistencial, que lle-
varon adelante las comunidades y sus organizaciones sociales filantrópicas y religio-
sas. Estas fueron implementadas desde una concepción de la vejez como una etapa 
de la vida de enfermedades, carencias y pobreza. Primaba en ese entonces la idea 
de que los “problemas de los ancianos” formaban parte de la “vida natural del ser hu-
mano” y debían ser resueltos en el ámbito individual. En consecuencia, las familias 
y las comunidades eran las responsables del bienestar de las personas mayores y 
la propia persona, la encargada de prever los ahorros para su futura vejez, mientras 
que el Estado se limitaba a brindar asistencia mínima a los sectores vulnerables (Gol-
bert y Rocca, 2010; Lloyd Sherlock, 1999; Mariluz, 2019; Passanante, 1982).

En el territorio santafesino, se destacó el accionar de la Sociedad de Beneficencia 
de Rosario, fundada en el año 1854, la más antigua aún en funcionamiento. Gra-
cias a su iniciativa, se inauguró el Asilo de Mendigos y Dementes del Sagrado Co-
razón de Jesús, en 1899, el cual se conformó como Hogar de Ancianos hacia el 
año 1943 y, finalmente, como Hospital Geriátrico Provincial de Rosario, mediante 
un acuerdo entre la Sociedad de Beneficencia y el Ministerio de Salud, en 1978. 
Este último se encuentra vigente; junto al Hospital Geriátrico Provincial de Pilar, 
brinda alojamiento y asistencia médica a las personas mayores semidependientes 
y dependientes. Asimismo, replicando esta lógica de intervención, en distintas loca-
lidades del territorio provincial se establecieron “hogares para los ancianos desam-
parados, pobres” (Funcionario provincial, 2018), más pequeños, incluso entrado el 

Estructura de la población de la Ciudad de Santa Fe por Distritos, año 2010

Distrito Noroeste

Distrito Este

Distrito de la costa

Distrito Centro

DISTRITO NOROESTE

DISTRITO ESTE

DISTRITO DE LA COSTA

DISTRITO CENTRO

Distrito Norte

Distrito Noreste

Distrito Oeste

Distrito Suroeste

DISTRITO NORTE

DISTRITO NORESTE

DISTRITO OESTE

DISTRITO SUROESTE

Fuente: Valsagna, Boncompagni y D’Jorge, 2016.
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Del mismo modo, aunque bastante más tarde –hacia la década de 1970–, a nivel 
del gobierno municipal se estableció un régimen de jubilaciones y pensiones para 
los agentes civiles de la municipalidad, incluyendo sus organismos autárquicos y 
descentralizados, municipalidades de segunda categoría y comunas adheridas, ad-
ministrado por la Caja Municipal de Jubilaciones y Pensiones de la Ciudad de San-
ta Fe (Ordenanza N° 6166). En la actualidad, mantiene su vigencia. 

Por otra parte, también en el nivel subnacional se extendieron las acciones estata-
les de asistencia social, destacándose en este aspecto el gobierno provincial. Con-
sideremos las más significativas. Durante el gobierno de Joaquín Argonz, en 1942, 
se constituyó la Caja de Asistencia Social a la Vejez, a la Invalidez, a la Madre y a 
los Huérfanos (Ley N° 2994), que estableció beneficios no contributivos a las per-
sonas con necesidades básicas insatisfechas. A los mismos fines, a ello siguió ha-
cia 1950, cuando el gobernador era Juan Hugo Caesar, la creación del Departa-
mento de Asistencia Social a la ancianidad, invalidez, a la madre y a los huérfanos 
(Ley N° 3956). Y, nueve años después, en 1959, bajo el gobierno de Carlos Sylves-
tre Begnis, la Caja de Pensiones Sociales de la Provincia (Ley N° 5110), en sustitu-
ción de dicho departamento, la cual aún otorga en la actualidad pensiones no con-
tributivas a “adultos mayores, inválidos, madres y menores indigentes o en situa-
ción de pobreza”.

En lo que respecta al gobierno municipal, durante mucho tiempo ejecutó las accio-
nes provenientes de los otros niveles del Estado. Hacia los años 90 del siglo pasa-
do, se pueden rastrear estrategias propias de asistencia y ayuda directa, como lo 
fueron, por ejemplo, los comedores comunitarios, que se abrieron en 14 barrios de 
la ciudad de Santa Fe. Estos se dirigían a “las personas en estado de necesidad”, 
sin discriminar grupos de edad.

EL DESARROLLO DE UNA INSTITUCIONALIDAD  
ESPECÍFICA ORIENTADA AL BIENESTAR SOCIAL EN LA VEJEZ

Las estrategias nacionales más sistemáticas de protección social a la vejez datan 
de los años 60 del siglo pasado en adelante (Lloyd Sherlock, 1999; Passanante, 
1982). Para ese entonces, los asuntos relativos a las personas mayores comenza-
ron a ser considerados como problemas públicos, en tanto la vejez pasó a ser de-
finida como una categoría social singular, compuesta por quienes, en razón de sus 
años de edad, merecían derechos y consideraciones especiales, los cuales debían 
ser garantizados por el Estado (Elder y Cobb, 1993; Castel, 2012; Subirats, 2016). 
Más aun, el bienestar social de las personas mayores adquirió importancia como 
cuestión de política pública en las últimas décadas del siglo XX, cuando se hizo evi-
dente el envejecimiento poblacional como un fenómeno de alcance global con im-
plicancias profundas y persistentes en la estructura social. Fue así que en los foros 

siglo XX. Algunos de ellos estuvieron ligados a organizaciones religiosas; otros, a 
colectividades de inmigrantes. Eran las mujeres de las clases pudientes, en su ma-
yoría, las encargadas de su gestión. 

El auge de estas acciones e instituciones de caridad fue propio de una época en 
la que la seguridad social no existía. No obstante, progresivamente el Estado fue 
asumiendo la protección social y la sustentabilidad vital de las personas mayores. 
Entre principios del siglo XIX y hasta los años cuarenta del siglo pasado, se fueron 
estableciendo en Argentina diferentes disposiciones y mecanismos de protección 
social a la vejez. Estos beneficios sociales se asociaron a los derechos reconoci-
dos a los trabajadores ante las contingencias y necesidades que enfrentan a lo lar-
go de la vida activa y pasiva. Así, con la previsión social, se modificó la imagen de 
la vejez. La persona mayor pasó “del ahorrista” (o el “mendigo”) al “jubilado”. En pa-
ralelo, se fue profesionalizando e institucionalizando la asistencia social, dirigida a 
quienes no formaban parte del grupo de asalariados formales y, por lo tanto, no es-
taban cubiertos por el sistema de seguridad social. Como parte de este proceso, en 
el año 1949, se creó la Dirección Nacional de Asistencia Social, que entre sus ob-
jetivos comprendía “el amparo y el socorro de la vejez desvalida” (Golbert y Rocca, 
2010; Lloyd Sherlock, 1999; Mariluz, 2009; Passanante, 1982).

En el caso de Santa Fe, el gobierno provincial dictó tempranamente leyes de pen-
siones para sus empleados públicos. La primera tuvo lugar en el año 1867, en el 
gobierno de Nicasio Oroño, mientras que a nivel nacional no hubo una normativa 
de este tipo hasta el año 1904. Es decir, 37 años después. Hay quienes afirman 
que fue la primera ley de pensiones de estas características a nivel mundial.3 Con 
el paso del tiempo, se fueron ampliando los beneficios prestados por el Estado. En 
el año 1878, bajo el gobierno de Simón de Iriondo, se sancionó la Ley de Pensio-
nes y Subvenciones, la cual facultaba a la Legislatura a otorgar pensiones o sub-
venciones a los agentes civiles del Estado. Ya en 1893, siendo gobernador Juan 
Cafferata, se sancionó la Ley de Jubilaciones y Pensiones, que diferenció por pri-
mera vez entre jubilaciones y pensiones. Luego, en 1903, en el gobierno de Rodol-
fo Freyre, se aprobó la Ley N° 1173, de Montepío Civil, para atender a las jubilacio-
nes y pensiones de los empleados y funcionarios públicos. La culminación de es-
te proceso tuvo lugar con la Ley N° 1350, del año 1906, durante la gobernación de 
Pedro Echagüe, la cual creó la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de 
Santa Fe, encargada hasta el día de hoy de gestionar las prestaciones para los em-
pleados provinciales (De Petre y Cóceres, 2015 citado en Marzioni, 2015).

3 Su Artículo N° 1 sostenía: “Los empleados civiles de la provincia que por imposibilidad física ad-
quirida durante el ejercicio de sus funciones, les fuese concedido su retiro, y cuenten de diez a 
veinte años de servicio en plazas efectivas, gozarán la cuarta parte del sueldo que disfrutaban al 
tiempo de su cese. Los de veinte a treinta, la mitad del sueldo y los de treinta arriba, las dos ter-
ceras partes” (Payá y Martín Yáñez, 2008).
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da de 1970 (y 1980 inclusive), los asuntos prioritarios a atender en relación a las 
personas mayores eran: “comida, vivienda y salud”. Se entendía, además, la salud 
desde una concepción acotada a lo biológico. A saber: “En los años 80’ se traba-
jaba desde el paradigma sanitarista, se pensaba a la vejez como un momento que 
requería atención desde la salud y se atendía los adultos mayores desde ahí. No 
como una problemática humana, podríamos decir, sino más bien como una proble-
mática biologicista, médica”. (Funcionario provincial, 2018).

En sintonía con ello, las residencias –que en sus inicios continuaron los modos de 
funcionamiento heredados de las organizaciones caritativas– eran un espacio en 
donde se les garantizaba condiciones de vida mínima a los más desprotegidos; “un 
lugar donde morir”. En la descripción que realizaba uno de los entrevistados: 

Era un espacio muy tutelar, donde si bien se les permitía pasar sus últimos 
días de vida no se les permitía tomar decisiones. Es decir, era quien llevaba 
adelante la institución quien decidía por ese adulto mayor. Tenés que pen-
sar que estábamos en un paradigma asistencial y, en ese paradigma, era 
lógico. Si bien estamos atendiendo al viejo desde el altruismo, yo decido 
qué es lo que ese viejo necesita y sé cuándo lo necesita, por ejemplo, qué 
y cuánto comer y cuánto y cuándo tiene que calentarse y descansar, etc. 
(Funcionario provincial, 2018)

Estos espacios, así concebidos, implicaban un desarraigo de la persona mayor con 
respecto a su medio social y a sus grupos primarios, a la vez que imposibilitaban la 
organización autónoma de la vida cotidiana. Como es sabido, la función protética 
no debe exceder la necesidad a satisfacer; de lo contrario, su efecto es contrapro-
ducente y atenta contra la autonomía de la persona (Ezquerra, Pla y Cantillo, 2016; 
Ludi, 2005; Redondo, 1990). 

Durante la década de 1990 y todavía más durante los primeros años de la siguien-
te, comenzaron a ponerse en discusión estas formas de intervención y sus funda-
mentos. Esto se debió, en parte, a la aparición de nuevos actores sociales en el de-
bate sobre la cuestión de la vejez, como la Asociación de Gerontología Social de 
Santa Fe, así como también a la creación de la Licenciatura en Terapia Ocupacio-
nal en la Universidad Nacional del Litoral. En referencia a este proceso, uno de los 
entrevistados señalaba: “Si bien continúa la mirada asilar, se crean distintos progra-
mas que tienen que ver con tener a los viejos activos, pero no como hoy que dis-
cutimos el paradigma activo como integrado, inclusivo… No, eso no. Era activo del 
movimiento. Se discute a nivel salud, en ese contexto, qué era atender a los vie-
jos”. (Personal técnico de la Dipam, 2018).

Hacia el año 2005, se creó el Plan de Acción Provincial de Políticas Gerontológicas 
“Volver a las fuentes”, el cual significó un salto cualitativo en relación a los modos 
de abordar las problemáticas asociadas a la vejez. Este propuso diferentes líneas 

internacionales comenzó a discutirse –logrando ciertos consensos– el rol que de-
bían jugar frente a este el Estado y sus políticas (Huenchuan Navarro, 2016; Mon-
tes de Oca, Paredes y Garay, 2018).

Suele destacarse como el hito inicial en la definición de las políticas de vejez la 
Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento, realizada en Viena en el año 1982, por 
convocatoria de las Naciones Unidas. Allí se determinó el primer programa interna-
cional de acción orientado a las personas mayores –que para ese entonces repre-
sentaban el 8,4% de la población mundial–. Este focalizó la atención en la seguri-
dad económica y social y estableció que: “la formulación y ejecución de políticas 
relativas al envejecimiento son un derecho soberano y un deber de cada Estado” 
(Plan de Viena, 1982: 9). De este modo, se convirtió en el primer instrumento inter-
nacional en contener una base para el diseño y la implementación de las políticas 
de vejez. 

Continuando este proceso, en el año 2002 se celebró en Madrid la Segunda Asam-
blea Mundial del Envejecimiento. Vale la pena traerla a colación, en tanto fue la im-
pulsora del desarrollo de una institucionalidad y de políticas específicas en América 
Latina (Huenchuan Navarro, 2016). Fue también hacia el año 2002 cuando se con-
figuró el “envejecimiento activo” como la respuesta política fundamental al fenóme-
no del envejecimiento de la población (Ezquerra, Alfama y Cruells, 2016).

Los gobiernos subnacionales asumieron tardíamente algunas responsabilidades en 
relación a las personas mayores. Con todo, en la provincia de Santa Fe, ya hacia la 
década de 1970, durante el segundo mandato de Carlos Sylvestre Begnis, se ins-
tituyó el Departamento de la Ancianidad, en el ámbito del Ministerio de Salud. Es-
te organismo se responsabilizó de los hogares que otrora habían sido gestionados 
por organizaciones comunitarias. De este modo, Santa Fe se convirtió en una de 
las provincias pioneras en brindar asilo a la población mayor vulnerable e inauguró 
una línea de intervención que se mantiene hasta el día de hoy. Asimismo, el Depar-
tamento de Ancianidad llevaba adelante acciones asistenciales en materia de ali-
mentación, vestimenta, vivienda, entre otras (Boero, 2014).

Desde allí en adelante, el Departamento de Ancianidad fue ganando cada vez más 
importancia. Hacia el año 1984 –a diez años de su creación–, durante el gobier-
no de José María Vernet, fue jerarquizado y elevado su rango al de dirección pro-
vincial. Ya para fines de las década de 1980, la Dirección Provincial de la Tercera 
Edad –como pasó a llamarse–, gestionaba unos 20 hogares extendidos en distintos 
puntos del territorio provincial. 

La política de vejez no estaba diseñada entonces sobre una visión integral de la te-
mática, más bien, los esfuerzos se focalizaban en la institucionalización y asisten-
cia de los más vulnerables. Las residencias, además, funcionaban a partir de una 
lógica tutelar y sanitarista (ibidem). En el diagnóstico que se hacía hacia la déca-
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Navarro, 2010). Este proceso fue, en gran parte, motorizado por los organismos in-
ternacionales, que han venido avanzando en el reconocimiento de derechos espe-
cíficos para este grupo de edad y estableciendo con distinto grado de obligatorie-
dad los deberes correspondientes de los poderes públicos. En este sentido, el he-
cho más relevante para la Argentina fue la adhesión, en 2017, a la Convención in-
teramericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayo-
res, adoptada durante la 45° Asamblea General de la OEA de 2015, la cual posee 
un carácter vinculante (Ley Nacional N°27360).

De todas formas, nuestro país tuvo una trayectoria particular en tanto fue el prime-
ro a nivel mundial en proclamar “Derechos de la Ancianidad” y presentarlos en la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, en el año 1948. Aunque la iniciativa no 
prosperó, esto nos colocó en un lugar destacado dentro de la agenda internacio-
nal.5 Además, tales derechos fueron incorporados en nuestra Constitución Nacional 
durante la reforma de 1949. Este hecho fue un parteaguas en la estructuración de 
las políticas de vejez. Incluso siendo que, tras el golpe de Estado de la autodeno-
minada Revolución Libertadora, la Constitución Nacional del 49 fue derogada (Ro-
qué, 2016). 

Pero, en el caso que nos ocupa, ¿adoptan las políticas de vejez una nueva orienta-
ción? En principio, podemos señalar que tuvieron lugar una serie de modificaciones 
en lo que respecta a las estructuras de gestión y los instrumentos normativos que 
las encuadran. No obstante, parte de este desarrollo se explica porque –como veni-
mos advirtiendo– en el año 2007, se inauguró un nuevo ciclo de gobierno en la pro-
vincia y en la ciudad, cuando el triunfo del Frente Progresista Cívico y Social puso 
fin a 24 años de hegemonía del Partido Justicialista, con lo que se iniciaron un con-
junto de modificaciones relevantes en la institucionalidad y los estilos de gestión.

En el gobierno provincial y en relación a las políticas de vejez, se destacó la crea-
ción del Ministerio de Desarrollo Social (Ley Provincial N° 12817) y, dentro de este, 
de la Dirección Provincial de Adultos Mayores, bajo la órbita de la Secretaría de De-
sarrollo (Decreto Provincial N° 0102). Hacia el 2015 (cca.), esta agencia se renom-
bró como Dirección de Políticas de Adultos Mayores (en adelante, Dipam), designa-
ción con la que es identificada en la actualidad. La Dipam es heredera del Departa-
mento de la Ancianidad y continúa sus líneas de intervención. Su adscripción actual 
fue establecida en el año 2011 (Decreto Provincial N°0101), con lo que funciona en 
jurisdicción de la Subsecretaría de Innovación en Gestión Social, dependiente, a su 
vez, de la Secretaría de Coordinación de Políticas Sociales.

El traspaso de la Dirección de la Tercera Edad del Ministerio de Salud a la Direc-
ción de Adultos Mayores del Ministerio de Desarrollo Social tuvo implicancias en la 

5 Davobe (2002) sostiene que esta iniciativa inaugura el “derecho a la vejez”, como campo par-
ticular.

de acción, sumando a las de “salud y asistencia social” y “servicios sociales”, las de 
“cultura y tiempo libre” y “capacitación y participación”. Estas acciones se sustenta-
ban más en la visión de los años noventa que en el “nuevo paradigma de derechos 
humanos” de los años 2000 (Boero, 2014).

En lo que respecta al gobierno municipal, las primeras acciones e instituciones 
orientadas en lo específico al bienestar social de las personas mayores tuvieron lu-
gar hacia mediados de la década del 2000. Esto es, luego de que se redefinieran 
en Argentina las funciones de cada uno de los niveles de gobierno, tras la reforma 
constitucional del año 1994. A la vez, con mayor énfasis –como veremos en la sec-
ción siguiente– cuando se inauguró un nuevo ciclo de gobierno en la ciudad, que 
modificó las pautas de la relación entre los gobiernos provincial y municipal. Ambos 
procesos favorecieron una mayor autonomía del gobierno municipal, la cual se vio 
reflejada en su arquitectura de gestión. 

La primera institución dedicada a las personas mayores fue el Consejo Municipal 
de Adultos Mayores de la Ciudad de Santa Fe de la Vera Cruz, instituido en 2004 
en el ámbito de la Secretaría de Promoción Comunitaria (Ordenanza N° 11107). 
Según la letra de dicha norma, el consejo –vigente hoy en día– es aquel “…órgano 
responsable del diseño, planificación, elaboración, coordinación y seguimiento de 
las políticas específicas dirigidas a las problemáticas del sector que se desarrollen 
dentro del ejido de jurisdicción municipal”. Este procuró garantizar la representativi-
dad de los diferentes sectores sociales interesados en la temática.4

Por lo demás, era la Secretaría de Promoción Comunitaria la encargada de “… in-
tervenir en la atención de la problemática inherente a la protección y asistencia del 
menor, la familia, los jóvenes, la ancianidad y otros factores de la comunidad que 
se encuentren en estado de necesidad” (Ordenanza N° 10522). De modo que la es-
trategia municipal combinaba un conjunto de acciones asistenciales, que conside-
raban a las personas mayores de la misma manera que a otros pobres.

EL DEVENIR RECIENTE DE LAS POLÍTICAS DE VEJEZ:  
¿HACIA UN CAMBIO DE PARADIGMA?

La característica destacada de las políticas de vejez en los últimos años ha sido su 
adscripción al “nuevo paradigma de derechos humanos” o, dicho en otras palabras, 
la problematización de la vejez como un asunto de derechos, lo que estaría mar-
cando el paso desde una visión asistencialista y paternalista hacia aquella de las 
personas mayores como sujetos de derechos, activas y participativas (Huenchuan 

4 En el año 2008, mediante la Ordenanza N° 11552, se modificó su composición, incorporando un 
lugar para un representante de la Defensoría del Pueblo de la Provincia, el cual se sumó a los 
que ya tenían los representantes de la provincia, las asociaciones vecinales, los centros de jubi-
lados, las obras sociales y las universidades.
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La gestión de las residencias, primera línea de intervención del gobierno provincial, 
no solo continúa vigente, sino que se mantiene como la principal apuesta de la Di-
pam para el cuidado directo de las personas mayores en situaciones sociales críti-
cas. Todavía más, constituyen la política de vejez privilegiada en cuanto a la canti-
dad de recursos económicos y humanos implicados; pero, también, por su alcance 
territorial.6 Para el corriente año, la Dipam cuenta con 19 residencias oficiales de 
larga estadía, las cuales en total suponen casi 600 plazas.

Distribución de las residencias de la Dipam en el territorio provincial

Referencias

1. Residencia “San José - Villa Ocampo - Gral. Obligado
2. Residencia “El tajamar” - Tartagal - Vera
3. Residencia “Ntra. Sra. de la Merced” - San Javier - San Javier
4. Residencia “Antón Martín” - San José del Rincón - La Capital
5. Residencia “Alfredo Ricci” - Santa Fe - La Capital
6. Residencia “Alma” - San Cristóbal - San Cristóbal
7. Residencia “Magdalena G. de Lorenzi” - Rafaela - Castellanos
8. Residencia “Agustín Oliva” - Clusellas - Castellanos
9. Residencia “Emilio Ortiz” - Sastre - San Martín
10. Residencia “Santa Ana” - El trébol - San Martín
11. Residencia “San Roque” - María Susana - San Martín
12. Residencia “San Cayetano” - Las Parejas - Belgrano
13. Residencia “Luisa Dodero de Migoni” - Cañada de Gomeziriondo
14. Residencia “San Lucas” - Serodino - Iriondo
15. Residencia “Juan XII” - Bigand - Caseros
16. Residencia “San Juan Bautista” - Chañar Ladeado - Caseros
17. Residencia “Guillermo Jáuregui” - Máximo Paz - Constitución
18. Residencia “Salas Cobos”  - Rufino - Gral. López
19. Residencia “Jorge Raúl Rodríguez” - Rosario - Rosario

Fuente: Murúa, 2018.

Si bien con cambios en sus modos cotidianos de funcionamiento, las residencias 
que figuran en el mapa son fundamentalmente las mismas que existían hacia los 
años ochenta.7 A simple vista observamos que estas casi están ausentes en el no-
roeste del territorio provincial y se concentran, en cambio, en el centro y el sur. Esta 
distribución dista de ser equitativa aunque, si contrastamos el mapa con los datos 
sobre las zonas más envejecidas de la provincia, notamos que la ubicación de las 
residencias coincide con los lugares de mayor presencia de personas mayores. De 
estas residencias, en la ciudad de Santa Fe se encuentra el Hogar Dr. Alfredo Ricci, 
al cual concurren exclusivamente mujeres mayores de 60 años, autoválidas y/o se-
midependientes leves, sin recursos económicos, a quienes se les brindan los ser-

6 Para un análisis de los recursos humanos y económicos de la Dipam ver Murúa (2018).
7 Hoy la residencia de la ciudad de Rosario se encuentra cerrada provisoriamente por manteni-
mientos y refacciones.

definición e implementación de las políticas de vejez. Respondió a la materializa-
ción, en lo administrativo, de un cambio en la forma de comprender la vejez –que 
excede a la provincia de Santa Fe–. Tradicionalmente, se había asociado esta eta-
pa de la vida con la carencia y la enfermedad y, consiguientemente, se la había de-
finido como un asunto de salud, por lo que fue capturada por los dispositivos sa-
nitarios y biomédicos. Pero, en las últimas décadas, se fueron superando los este-
reotipos negativos y discriminatorios, a la vez que se reconoce el envejecimiento 
como un proceso social complejo, en el que intervienen factores biológicos, psico-
lógicos, sociales y culturales. En consecuencia, la cuestión de la vejez pasó a ser 
considerada, más bien, como un “asunto social”.

De este modo, con la creación de la Dirección de Adultos Mayores, se redefinieron 
las funciones del gobierno provincial en relación con la población mayor (Decreto 
Provincial N°0102). Entre las nuevas, se contaron las de promover la integración 
social de las personas mayores y la investigación y el diagnóstico de los servicios 
sociales destinados al sector, intervenir en la elaboración de una “legislación cohe-
rente” al respecto y motivar la participación de la comunidad en materia de vejez.

Las acciones actuales de la Dipam se organizan en dos grupos, los cuales se han 
dado a conocer como “cuidados directos para el adulto mayor” y “cuidados indirec-
tos para el adulto mayor”. Los primeros se refieren a la prestación de servicios de 
cuidado en las residencias de adultos mayores de larga estadía o estadía transito-
ria de la Dipam. También incluyen la atención y ayuda directa a las personas mayo-
res en las oficinas de las ciudades de Santa Fe y Rosario para el acompañamiento 
en diversas situaciones de vulneración de derechos, así como el asesoramiento a 
municipios y comunas en materia de vejez. Por su parte, los segundos aluden a la 
realización de convenios para la atención de las personas mayores con comedo-
res, servicios de internación y cuidadores domiciliarios, en articulación con gobier-
nos locales y/o OSC vinculadas a la temática, los apoyos económicos destinados al 
fortalecimiento y a actividades de recreación, las capacitaciones a cuidadores y au-
xiliares gerontológicos y la habilitación y supervisión de residencias privadas. 

De las dos líneas de acción descriptas, en los últimos años habría venido ganando 
importancia la de “cuidados directos para el adulto mayor”, lo que es valorado posi-
tivamente por los funcionarios y técnicos provinciales en tanto supondría un “mayor 
protagonismo” de la Dipam. En la lectura que hacen los actores de la gestión, en 
otros momentos de su historia, la dirección habría sido mayormente “transferencis-
ta”. En este sentido, se habría dedicado primordialmente a acompañar, brindando 
sustento económico, las acciones que realizaban otros actores gubernamentales o 
sociales para la atención a las personas mayores, pero sin poseer atribuciones pa-
ra tomar parte en la definición de las acciones a realizar ni para controlar la calidad 
de los servicios prestados.
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de la vida cotidiana; los “geriátricos”, en los que residen personas con distinto grado 
de dependencia, que requieren supervisión o asistencia para la realización de las ac-
tividades de la vida cotidiana; los “hostales” –conocidos como Hostales de Larga Es-
tadía para Adultos Mayores (Holepam)–, destinados a pacientes en riesgo psicosocial 
(constituyen una figura intermedia entre el hogar y el geriátrico); y, por último, los “cen-
tros de día”, en los que las personas en situación de dependencia leve pasan parte de 
la jornada. De estos, de acuerdo con lo que venimos afirmando, en el ámbito del Minis-
terio de Desarrollo Social funcionan los hogares o residencias; mientras que, en el ám-
bito del Ministerio de Salud funcionan los geriátricos, los hostales y los centros de día. 

Esta coordinación interministerial no está exenta de dificultades. Según la percep-
ción de los entrevistados, si bien el Ministerio de Desarrollo Social ha ido modifi-
cando progresivamente su forma de comprender la vejez y ello se ha traducido en 
cambios a nivel institucional y de las relaciones administrativas, en el Ministerio de 
Salud no pareciera haber sucedido lo mismo:

El Ministerio de Salud y el de Desarrollo Social no tienen suficiente articu-
lación, en la construcción de la estructura orgánica y en la ejecución de la 
política pública. Es una cuestión estructural esta, no de las personas que 
participan en cada uno, entre las que hay mucho diálogo. La salud de San-
ta Fe es de avanzada también, pero esto va más allá. Es cómo se conforma 
el Ministerio de Salud con su personal, con su jerarquía y cómo lo hace el 
Ministerio de Desarrollo y esos procesos no se vinculan. Cada uno ejecuta 
políticas por separado. Es un problema estructural, que deviene de la com-
prensión del paradigma anterior. Es decir, este Estado provincial está cons-
truido sobre el paradigma anterior, en su estructura administrativa, y funcio-
na sobre el paradigma anterior. Es una tensión de la política pública. (Fun-
cionario provincial, 2018).

Ello obstaculiza la existencia de un sistema integral y progresivo de cuidados, en el 
que se brinden a la persona mayor los servicios que necesita, de acuerdo con su 
situación particular y el momento del curso de la vida que transita sin necesidad de 
cambiar su lugar de residencia, interrumpir sus vínculos sociales y la organización 
de su vida cotidiana cuando, por ejemplo, una persona autoválida, residente en al-
guna de las instituciones de la Dipam, comienza a requerir asistencia médica per-
manente. Como bien señalan Ezquerra, Pla y Cantillo (2016), las políticas de cuida-
do deberían respetar una idea que en la actualidad se halla ampliamente consen-
suada, consistente en resguardar la autonomía de decisión de las personas mayo-
res: son ellas quienes deben elegir cómo, con quién, dónde y de qué manera vivir. 
Es cierto que, en alguna de las entrevistas, se señalaba que “si la persona se de-
pendiza dentro de la residencia, intentamos que pueda seguir viviendo en el mismo 
lugar” (Personal técnico de la provincia, 2019), pero ello depende de los arreglos de 
cuidado que puedan darse para ese caso en concreto, de acuerdo con la voluntad 
de quien dirige la residencia y los recursos que pueda movilizar. 

vicios diarios de albergue permanente, alimentación, vestimenta, medicamentos, 
atención médica y atención multidisciplinaria.

Como complemento de estas acciones, en 2009 se estableció el Sistema proteccio-
nal de asistencia habitacional transitoria para adultos (Resolución N° 519, modifica-
da por Resolución N° 251 en 2011). En su marco, en la ciudad de Santa Fe, funcio-
na la Residencia de Adultos Mayores del Hospital Sayago. Según la letra de la nor-
ma citada, brinda un albergue transitorio –por un máximo de 72 horas– con el pro-
pósito de “atender la problemática de personas en situación de calle u otras priva-
ciones en materia habitacional, económica o de vulnerabilidad social”. No obstan-
te, los entrevistados han puesto de relieve que, en la cotidianeidad, esta residen-
cia funcionó como un “refugio para mujeres víctimas de violencia, trata, niños sin 
hogar…” (Personal técnico de la provincia, año 2019), en el que además se volvió 
muy difícil respetar el criterio de la transitoriedad. En el año 2014, la Dipam decidió 
cerrarla temporalmente con un doble objetivo: acondicionar el edificio y “recuperar 
el espacio para las personas mayores”. Fue inaugurada nuevamente dos años más 
tarde. Desde entonces, posee unas 12 plazas que se ocupan exclusivamente para 
personas mayores; la cuestión de la transitoriedad sigue sin resolverse. 

Por otra parte, en paralelo al reconocimiento de la cuestión de la vejez como un 
asunto social y a su incorporación al Ministerio de Desarrollo Social:

Empieza una distinción en la Provincia entre los adultos mayores “auto-vá-
lidos” y los “dependientes”. ¿Qué quiere decir esta distinción? Se empiezan 
a distinguir como dos grandes etapas en la vida del adulto mayor: una pri-
mera etapa en la que las personas de edad se pueden valer por sí mismas 
y otra en la que cruzan la frontera de fragilidad y demandan cuidados. La 
política pública de la Dipam lo que asume es la atención del adulto mayor 
en residencia autoválido […] Los hogares de adultos mayores autoválidos 
van a ser atendidos por desarrollo social y los hogares de adultos mayores 
dependientes, los geriátricos, con necesidad de cuidados continuos, van a 
ser atendidos por salud. (Funcionario provincial, 2018).

En consecuencia, si bien, como venimos sosteniendo hasta aquí, la institución pro-
vincial orientada al bienestar social para las personas mayores es la Dipam; en su 
implementación, las estrategias de cuidado se organizan entre el Ministerio de De-
sarrollo Social y el Ministerio de Salud. Las instituciones públicas provinciales que 
ofrecen alojamiento y asistencia médica a las personas mayores semidependientes 
o dependientes son los hospitales –como mencionamos más arriba, hay dos hospi-
tales geriátricos: el de Rosario y el de Pilar– y, en algunos casos, también los Servi-
cios para la Atención Médica de la Comunidad (Samco´s).

De aquí que existen diferentes tipos de establecimientos de cuidado reconocidos le-
galmente en la provincia, a saber: los “hogares o residencias”, que albergan a perso-
nas mayores autoválidas, es decir, que pueden realizar por sí mismas las actividades 
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A pesar de que se trata de organismos consultivos cuyas decisiones no son vincu-
lantes –por lo general, sin presupuesto propio–, pareciera que los consejos se han 
convertido en un espacio de importancia en relación al diálogo y al logro de con-
sensos entre los diferentes niveles de gobierno. Por ejemplo, ello sucedió con la 
discusión en torno a la Convención interamericana sobre la protección de los dere-
chos humanos para las personas mayores, en la que la Argentina tuvo un rol signi-
ficativo, en tanto presidió la Comisión encargada de su elaboración. 

En particular, para el Consejo Consultivo Provincial de Adultos Mayores, las pro-
blemáticas merecedoras de atención se definieron en el año 2014, cuando se puso 
en funcionamiento el organismo y se realizó la primera asamblea en la que partici-
paron los representantes de los Nodos regionales. Allí se consensuaron tres líneas 
prioritarias de acción: la elaboración de un proyecto de ley de defensa de los dere-
chos de las personas mayores, la visibilización de la problemática de las personas 
de edad avanzada en los medios de comunicación y el resguardo de la vivienda y 
la salud durante la vejez. De las tres, la que concentró la mayor parte del esfuer-
zo fue la primera, al menos a nivel de la gestión provincial –nos referiremos a este 
más adelante–. Al no disponer de presupuesto propio, las acciones del organismo 
se vieron interrumpidas. 

El devenir reciente de las políticas de vejez en el nivel de gobierno municipal también 
estuvo signado por los cambios en la institucionalidad y las normativas. La política 
social local correspondiente a la etapa 1983-2007 había estado atravesada por los li-
neamientos definidos por los gobiernos provincial y nacional. Durante ese tiempo, la 
ciudad y su gobierno estuvieron diluidos políticamente. La gestión municipal era “una 
caja negra”. A partir del cambio de gobierno de 2007, la ciudad comienza a ser con-
siderada como totalidad, construye una suerte de identidad propia y una agenda de 
gobierno autónoma con respecto a la provincia (Soldano, Beretta y Marzioni, 2018).

Así, a la creación del Consejo Municipal de Adultos Mayores, siguió en el año 2007 
la de la Secretaría de Desarrollo Social (Ordenanza N° 11437) –en funcionamiento 
en la actualidad–, entre cuyas competencias se cuenta la de: “…intervenir en las di-
versas problemáticas sociales: emergencias habitacionales; seguridad alimentaria; 
protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, la familia, 
los jóvenes y los adultos mayores; la mujer abandonada, maltratada y madre solte-
ra; y la integración plena de personas con discapacidad”. Una vez creada, el conse-
jo municipal se incorporó bajo su órbita. 

Como parte de este desarrollo institucional,11 en el ámbito de la nueva Secretaría, 
se estableció la Subsecretaría de Acción Social, responsable de atender a las ne-

11 Cabe señalar que, si bien se ha modificado la estructura administrativa municipal en los años 
2011 (Ordenanza N° 11829) y 2015 (Ordenanza N° 12244), no ha habido cambios en este as-
pecto.

Una realidad extendida pero no contemplada en los instrumentos normativos es la 
existencia de casas particulares en las que una persona o un par de personas pres-
tan servicios de cuidados a una persona mayor o un pequeño grupo de personas 
mayores. Es decir, cuidados mercantilizados que escapan a las formalidades y re-
quisitos tanto del mercado de trabajo como de los servicios de cuidado. Muchas ve-
ces estos intercambios incluyen también diferentes arreglos residenciales.

La institucionalidad provincial volvió a modificarse hacia el año 2012, cuando se 
instituyó en el ámbito de la Dipam el Consejo Consultivo Provincial de Adultos Ma-
yores (Decreto Provincial N° 3691). En el relato de los entrevistados, este aparece 
como un “espacio de participación inspirado en el paradigma de los derechos hu-
manos”. Se trata de un “órgano consultivo representativo del conjunto de adultos 
mayores ante las organizaciones e instituciones municipales, provinciales, naciona-
les e internacionales, en todo lo que atañe a la definición, aplicación y seguimien-
to de las políticas sociales, referidas a los adultos mayores” (Art. N°1). Su estructu-
ra está dada por un plenario, un comité ejecutivo y cinco consejos regionales, que 
coinciden con los Nodos.8 De este modo, se busca que estén representados los 
mayores y los diferentes actores gubernamentales y sociales asociados a la temáti-
ca de la vejez, a la vez que las problemáticas y propuestas regionales de cada una 
de las regiones puedan “llegar” hasta la instancia provincial. 

Para cuando se creó el consejo provincial, la Argentina ya contaba con un Conse-
jo Federal de Mayores, en jurisdicción del Ministerio de Desarrollo Social de la Na-
ción, el cual había sido creado en 1997 (Decreto Nacional N° 457).9 Su oficio con-
siste en coordinar acciones entre diferentes instituciones “con el objeto de institu-
cionalizar la colaboración y participación de los gobiernos provinciales y de las or-
ganizaciones representativas de las personas mayores, en la planificación, ejecu-
ción y control de los programas sociales dirigidos a dicho sector de la población” 
(Art. N° 4). El Consejo Federal de Mayores promovió la conformación de consejos 
de alcance provincial. Para 2012, estos estaban constituidos en 16 provincias, aun-
que su conformación se dio de manera desigual y su continuidad en el tiempo de-
pende, en gran medida, de la voluntad política de cada gobernador (Fassio, 2012). 
Otros antecedentes fueron los consejos municipales de Santa Fe y Rosario.10

8 El Plan Estratégico Provincial Santa Fe Visión 2030 definió un proceso de regionalización de la 
provincia, con lo cual el territorio fue dividido en cinco Nodos: Reconquista, Rafaela, Santa Fe, 
Rosario y Venado Tuerto.

9 Fue reglamentado cinco años más tarde, por Resolución Ministerial N°113, la cual fue modificada 
por Resolución Ministerial N°1216 en el año 2006.

10 En relación al rosarino, el Concejo de la Tercera Edad fue establecido en 2007 (Ordenanza Mu-
nicipal N° 8159). Actualmente, se encuentra “desmembrado por cuestiones de salud de algunos 
integrantes o por dificultades de los miembros para reunirse” (Informe de la Defensoría del Pue-
blo de Rosario, 2018).
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en el Plan Nacional para Personas Mayores 2011-2015 o la elaboración de un pro-
yecto de reforma de la Ordenanza N° 9378 que reglamenta los geriátricos en la ciu-
dad –que aún se encuentra en discusión–. Y, por último, la realización de acciones 
de sensibilización comunitaria sobre los derechos de las personas mayores, como 
ser, la celebración del Día Internacional de las Personas de Edad y del Día contra 
el Maltrato, el Abuso y la Violencia contra los Adultos Mayores. 

Hasta aquí, hemos considerado las diferentes líneas de intervenciones y acciones 
de la Dipam y el Área Adulto Mayor. Detengámonos ahora en las relaciones inter-
gubernamentales que estas implican. Con respecto a la articulación entre el ni-
vel de gobierno provincial y el municipal, ya explicamos que la Dipam brinda ase-
soramiento y apoyo económico a los municipios y comunas. Asimismo, Dipam y 
las áreas correspondientes de los gobiernos locales articulan estrategias de acción 
frente a los casos más extremos de vulneración de derechos. En la ciudad de San-
ta Fe, generalmente es el municipio el que identifica los casos o recibe las deman-
das (por su mayor presencia en territorio) y realiza la primera intervención, de con-
tención, para luego “derivarlos” a la instancia provincial, encargada de dar una res-
puesta “más permanente”:

Como somos primer órgano de intervención, a nivel territorial estamos no-
sotros, entonces, todo lo que sucede lo vemos primero, pero tenemos limi-
taciones. Es ahí donde ingresa el segundo nivel, que puede ser la Dirección 
Provincial de Adultos Mayores o también Salud Mental, porque tenemos 
muchos casos de salud mental en situación de vulnerabilidad. (Funcionario 
municipal, 2018).

Esta proximidad entre el gobierno local y las personas mayores pone en evidencia 
los diferentes tiempos de las burocracias estatales, que emergen como una de las 
principales dificultades de la coordinación intergubernamental: 

La urgencia que nosotros tenemos para determinadas circunstancias no la 
tienen otros órganos y entonces eso hace que se lentifique el proceso y que 
se haga una intervención que sea, una vez y se vuelve a hacer y se vuel-
ve a hacer y se vuelve a hacer… gastando todos los recursos del municipio 
sin tener una respuesta cierta desde otros lugares del Estado. (Funcionario 
municipal, 2018).

Por último, el gobierno provincial se divide con los gobiernos locales las responsa-
bilidades de habilitación y control de las instituciones privadas dedicadas a la aten-
ción de personas mayores, con o sin internación. Una dificultad a este respecto es 
la existencia de diferentes visiones sobre los servicios de cuidado en las normati-
vas provincial y municipales o comunales. Asimismo, aquí se tensa la relación in-
tergubernamental, en tanto recae sobre el nivel de gobierno local la habilitación y el 
control edilicio de las residencias en funcionamiento en la ciudad, que –de acuer-

cesidades de diferentes grupos sociales, entre los cuales figuran las personas de 
edad avanzada. Desde el año 2011 (cca.), funciona en su marco el Área Adulto Ma-
yor, aún pendiente de encuadre normativo, desde la cual se ejecuta el Programa 
Envejecimiento Activo y Autonomía Personal.

Como antecedentes de sus acciones, reconoció el Programa Local de Atención 
Adultos Mayores, la primera iniciativa municipal dirigida a este grupo social (Orde-
nanza N° 11577 del año 2009). Este estaba “destinado a ofrecer un marco social, 
educacional, cultural, deportivo y recreativo para una mejor calidad de vida en es-
te proceso natural de envejecimiento”. Su implementación se asignó a la Subse-
cretaría de Salud, dependiente de la Secretaría de Desarrollo Social, que hoy ya 
no existe. Estableció la realización de “actividades tendientes a la integración: re-
creativas, culturales, estéticas y sociales, entre otras”, sugiriendo como su espacio 
de ejecución el Centro Integrador Comunitario (CIC) ubicado en el distrito Norte de 
nuestra ciudad.

Según el testimonio de quienes fueron protagonistas de estos procesos, el gobier-
no municipal fue reconociendo la necesidad de profundizar su intervención en ma-
teria de vejez, en tanto con cotidianidad recibían reclamos por personas víctimas 
de violencia, abandono, insuficiencia de recursos económicos o en situación de ca-
lle, entre las más importantes. A saber: “Hace unos 5 años, empezamos a profun-
dizar la temática porque veíamos, mediante el consejo del adulto mayor y otras he-
rramientas de contacto territorial, la necesidad de hacer más énfasis en estas po-
líticas, viendo situaciones de violencia y de vulnerabilidad constante” (Funcionaria 
municipal, 2018).

A la fecha, el Área Adulto Mayor concentra sus esfuerzos en atender aquellas si-
tuaciones críticas que obstaculizan el ejercicio de los derechos elementales de las 
personas mayores. Brinda asistencia social y legal en las cuestiones que hacen a 
su bienestar social. A su vez, comienza a ocuparse de algunos aspectos que hacen 
al cuidado, como ser, la formación de cuidadores y su inscripción en un registro ofi-
cial, la habilitación y el control de las residencias privadas y, en algunos casos, la 
prestación, desde la Municipalidad, en coordinación con el área de salud, de servi-
cios de salud domiciliarios. A lo anterior, se agregan actividades de promoción de 
los derechos de las personas mayores y del envejecimiento activo y saludable. 

En cuanto al Consejo Municipal de Adultos Mayores, se concentró “en el abordaje 
de problemáticas puntuales que recaen en el nivel de gobierno local, tales como: la 
carencia de servicios de sepelios o la de personas mayores en situación de calle, 
y en la búsqueda de soluciones en diálogo con los organismos gubernamentales 
pertinentes” (Miembro del consejo, representante por la UNL, 2018). Además, dicho 
organismo procuró la participación activa en la formulación de políticas gerontoló-
gicas, por ejemplo, en la formulación de la propuesta de la provincia de Santa Fe 



9594  Sofía Marzioni Políticas de vejez en el nivel de gobierno subnacional

C
IU

D
A

D
A

N
ÍA

S.
 N

º 5
, 2

do
 s

em
es

tre
 d

e 
20

19
 - 

IS
S

N
-e

 2
54

5-
79

77

C
IU

D
A

D
A

N
ÍA

S.
 N

º 5
, 2

do
 s

em
es

tre
 d

e 
20

19
 - 

IS
S

N
-e

 2
54

5-
79

77

der la vejez, pues el proyecto aprobado por la Legislatura establecía al Ministerio 
de Salud como la autoridad de aplicación de la normativa, lo que fue interpretado 
por el Poder Ejecutivo como un retroceso y una contradicción con la Convención In-
teramericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Ma-
yores, que “aborda a la vejez como la construcción social de la última etapa del cur-
so de vida de las personas, quedando claro que ese tratamiento se hace en el con-
texto social, y no de la salud” (Decreto N° 4131).13

COMENTARIOS DE CIERRE

A partir de la consideración de las primeras intervenciones de asistencia y protec-
ción social a las personas mayores, notamos que el itinerario de las políticas de ve-
jez reconoce antecedentes en las acciones de caridad comunitarias. También en-
contramos que, considerada históricamente, la intervención del Estado en relación 
al bienestar social de las personas mayores es relativamente reciente. Asimismo, al 
revisar la orientación general de las políticas de vejez a lo largo del tiempo, descu-
brimos cierta progresión desde las intervenciones de previsión y asistencia social, 
que reconocieron derechos a las personas mayores como extrabajadores, hacia 
aquellas sustentadas en los derechos humanos y el envejecimiento activo, con foco 
en la integración y la participación social, pasando por el desarrollo de una institu-
cionalidad específica y la definición de la vejez como una categoría social particular.

Queremos llamar la atención sobre algunos aspectos de estos procesos. En primer 
lugar, sobre el hecho de que la vejez se impuso como cuestión de política públi-
ca ante el avance del envejecimiento poblacional, no solo por las demandas de las 
personas mayores y sus familias, sino fundamentalmente por los temores a sus po-
sibles consecuencias sociales, económicas y políticas a nivel societal. A la vez, el 
bienestar social de las personas mayores adquirió relevancia en la agenda de go-
bierno de la mano de los reconocimientos de derechos humanos específicos al co-
lectivo, proceso que estuvo permeado por las determinaciones de los organismos 
internacionales. De aquí que las definiciones sobre las cuales se problematizó se 
elaboraron desde los gobiernos u otros grupos sociales dominantes, como los ex-
pertos, más que por sus protagonistas, es decir, por las personas mayores. En los 
últimos años fueron cobrando fuerza nuevas formas de comprender la vejez, reco-
nociendo a las personas mayores como sujetos de derechos, activos y participati-
vos; trastocando su relación con el Estado, llamado ahora a superar las visiones y 
prácticas asistenciales y paternalistas. La Convención Interamericana sobre la Pro-
tección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores fue un avance indis-

13 Por el momento, fue devuelta a la Cámara de Diputados por un veto parcial y propositivo, el cual 
sugiere que la autoridad de aplicación de la ley sea el Ministerio de Desarrollo Social.

do con sus referentes institucionales– no posee los recursos humanos y económi-
cos necesarios para llevar adelante tal tarea. Por todo ello, en diciembre de 2018 
se aprobó la conformación de un Observatorio Municipal de Geriátricos (Ordenan-
za N°12614), el cual tendrá entre sus principales funciones “articular la observación 
metodológica del estado de los geriátricos”, impulsar la articulación y coparticipa-
ción con actores vinculados a la temática y facilitar un centro de atención para los 
reclamos y denuncias en defensa de los derechos de las personas mayores. 

La articulación de los gobiernos provincial y municipal con el gobierno nacional da-
ta de los últimos años. Según la visión de los referentes institucionales de la Dipam, 
recién entrada la década del 2000 empiezan a fortalecerse a nivel nacional las po-
líticas de vejez, pero, incluso entonces, a causa de las diferentes posiciones políti-
co-ideológicas del gobierno nacional y el provincial, los vínculos eran débiles. Des-
de el año 2014 (cca.), comienzan a coordinarse acciones sobre todo direccionadas 
a la capacitación del personal estatal12 y de los cuidadores de personas mayores. 
También la relación del gobierno municipal con el gobierno nacional pareciera ha-
berse fortalecido en los últimos años, en la medida en que, desde la Dirección Na-
cional de Políticas para Adultos Mayores en Argentina (Dinapam), se establecieron 
programas que se ejecutan en territorio mediante convenios con los gobiernos pro-
vinciales o municipales, universidades nacionales u organizaciones de la sociedad 
civil, como ser el Programa Nacional de Cuidados Domiciliarios, el Programa de 
Voluntariado Social de Adultos Mayores, el Programa Fortalecimiento Institucional 
o el Programa Promoción del Buen Trato hacia los Adultos Mayores. En menor me-
dida, bajan al territorio santafesino programas de otras instituciones nacionales co-
mo el INNSJyP (Programa ProBienestar) o el Enacom (Programa + Simple).

Antes de finalizar este ejercicio de reconstrucción del itinerario reciente de las polí-
ticas de vejez en el nivel subnacional, cabe advertir que en los últimos días de 2018 
la Legislatura de la Provincia de Santa Fe aprobó la Ley N° 11835 “Promoción y 
protección integral de las personas mayores de 60 años”, proyecto que había sido 
impulsado por el consejo provincial. Entre los puntos salientes de la normativa, se 
cuentan: crear la Defensoría de las Personas Mayores y el Observatorio Provincial 
de Envejecimiento y Vejez, elaborar un registro único de cuidadores especializa-
dos y de instituciones dedicadas a las personas mayores y establecer servicios de 
atención para víctimas y unidades fiscales especiales. Asimismo, la ley incorpora la 
perspectiva de género, reparando en la feminización del envejecimiento poblacio-
nal. Está por verse cuáles serán sus consecuencias concretas en el bienestar so-
cial de las personas mayores, aunque desde la comunidad gerontológica se reivin-
dica con entusiasmo. Esta iniciativa reabrió el debate sobre las formas de compren-

12 Parte del personal de la Dipam realizó la Especialización en Gerontología Comunitaria e Institu-
cional, que se ofreció como parte de las acciones del Plan Nacional de Acción para las Perso-
nas Mayores 2011-2016.
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modo, no todas son malas noticias, pues asistimos a una expansión de la agenda 
de cuestiones y ejes de intervención de los gobiernos subnacionales en relación al 
bienestar social de las personas mayores –de las más tradicionales, salud y seguri-
dad económica, al cuidado, el ocio, la integración y la participación social–.

¿En qué medida las políticas de vejez expresan, entonces, las nuevas concepcio-
nes sobre la vejez como un asunto de derechos o el envejecimiento activo? Según 
los referentes institucionales, las intervenciones que se llevan a cabo actualmente 
reconocen como principios rectores los derechos humanos de las personas mayo-
res y el envejecimiento activo. Pero nuestro parecer es que las diferentes concep-
ciones sobre la vejez, lejos de ir reemplazándose una a otra, coexisten. El tan men-
tado “cambio de paradigma”, que suele presentarse como un asunto consolidado, 
está en desarrollo, como lo demuestra el hecho de que aún persisten concepcio-
nes, formas de organización e intervención antiguas o que no se ha agotado la dis-
cusión sobre las consecuencias que trae aparejadas el envejecimiento poblacional 
y cuáles deberían ser las acciones frente a ellas. ◙

cutible en este sentido. Para el caso que nos ocupa, la Ley N° 11835 Promoción 
y protección integral de las personas mayores de 60 años también promete serlo. 

Por otro lado, en tanto la vejez se fue consolidando como cuestión, las instituciones 
orientadas al bienestar social de los mayores fueron ganando espacio en el queha-
cer de las administraciones gubernamentales, también en el nivel subnacional. Hoy 
en día, la producción del bienestar social para este sector de la población constituye 
un objetivo que activa un complejo proceso multinivel (o multiescalar) en el que to-
man parte los tres gobiernos. A lo largo de este artículo, intentamos reconstruir el iti-
nerario de las políticas orientadas al bienestar social de las personas mayores en el 
nivel subnacional para la ciudad de Santa Fe (2007-2016). El nivel de gobierno pro-
vincial se destaca por el establecimiento temprano de prestaciones e instituciones a 
tal fin, durante los años 40 y 50 del siglo pasado; así como por la creación, en el año 
1974, del Departamento de Ancianidad –hoy Dipam–, institución pionera en su tipo. 
En el nivel de gobierno municipal, estos desarrollos tuvieron lugar recién hacia los 
años 2000, una vez que se redefinieron las funciones de los gobiernos locales en 
nuestro país y, en particular, en Santa Fe, se rompieron los términos de la relación 
entre los niveles de gobierno provincial y municipal, adquiriendo este último mayor 
autonomía. La conformación de una dependencia estatal dedicada en lo específico 
a las personas mayores y la consolidación de sus acciones está en curso. 

No obstante, si la vejez fue ganando importancia en la agenda de los gobiernos 
provincial y municipal, en términos generales, no forma parte de los asuntos priori-
tarios. Los problemas que concentran la atención de los gobiernos son fundamen-
talmente aquellos de las personas mayores que se encuentran en las situaciones 
sociales más desaventajadas. El devenir reciente de las políticas de vejez para el 
caso estudiado deja ver que predominan las políticas focalizadas, dirigidas a gru-
pos específicos y, de mínimos, tendientes a garantizar pisos de seguridad ante la 
necesidad extrema; mientras que, al mismo tiempo, recae gran parte de la respon-
sabilidad por el bienestar de las personas mayores en las familias. Además, los bie-
nes y servicios públicos se distribuyen de manera desigual a lo largo del territorio 
santafesino. Esto sucede, por ejemplo, con las residencias de la Dipam, concentra-
das en el centro y el sur de la provincia, o con sus oficinas de atención directa, es-
tablecidas en las ciudades más importantes.

En segundo término, algunos de los esfuerzos de la Dipam y el Área Adultos Mayo-
res se orientan a la profesionalización de recursos humanos en el área gerontológi-
co-geriátrica y a la modificación de la visión social y culturalmente construida sobre 
las personas mayores, a partir de acciones de capacitación del personal dedicado 
al cuidado de las personas mayores, sensibilización comunitaria sobre los proble-
mas relativos a la vejez y promoción de los derechos humanos, así como también 
de la realización de actividades de recreación y ocio para las personas mayores. 
En estas últimas es posible identificar una pretensión de universalidad. De este 
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